
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por prematura presentación de la tutela, se encuentra pendiente el trámite de definición de competencia

“(…) aún está por zanjarse, en forma definitiva, lo relativo a la jurisdicción que ha de afrontar finalmente el conocimiento del asunto, porque si bien el Juzgado 1º Administrativo asumió el mismo, con auto que a la fecha se encuentra en término de ejecutoria, tiene el accionante expedito el camino para refutar dicha decisión, mediante el respectivo recurso ordinario de reposición. Y esto, para decirlo de una vez, pone al descubierto lo prematuro de esta acción de tutela, pues en el camino esta tal alternativa para el interesado. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existe otro remedio de defensa judicial por agotar, lo que, en términos del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, torna improcedente el amparo.”
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Acta N° 185 de abril 25 de 2016
Decide la Sala esta acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo, la Alcaldía Municipal de esta ciudad, la Empresa de Energía de Pereira ESP y el Juzgado Primero Administrativo de Pereira. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, por la presunta violación, aduce, “del artículo 148 CPC, art 139 CGP, 318 CGP”. Indica que presentó acción popular en el “juzgado 4 civil circuito de Pereira” contra la Empresa de Energía ESP de esta municipalidad, que fue radicada con el número “2015 80”;  la funcionaria decretó la nulidad y remitió la actuación a la oficina judicial reparto para que se tramite ante la jurisdicción administrativa, con lo cual desconoció las normas citadas, vulneró la jurisdicción perpetua y pasó por alto lo ordenado por la Corte Suprema de Justicia en conflicto de competencia 11001020300020130245001 del 29 de octubre de 2015, con ponencia del magistrado Ariel Salazar. Agregó que el artículo 76 de la Ley 143 de 1994, prescribe que el régimen jurídico específicamente aplicable a prestadoras del servicio de energía eléctrica es el derecho privado.

Pidió, por tanto, (i) la protección de los derechos “al debido proceso, la igualdad  la debida administración de justicia”; (ii) “se ordene al tutelado revocar la pretendida nulidad de mi a popular y se le ordene continuar con el trámite de la misma de manera inmediata, a fin de garantizar la jurisdicción perpetua.” (sic). Adicionalmente, solicitó que se escanee copia de su tutela y del fallo a su correo electrónico; se le brinden copias de lo actuado y que si llegase a prosperar la acción, se haga extensiva a todas las acciones populares donde la funcionaria haya actuado de igual manera. 

Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del Ministerio Público, de la Defensoría del Pueblo y de la Empresa de Energía ESP; se correr traslado y se solicitó el envío de copias de las piezas procesales relativas al caso, las que fueron remitidas por el Juzgado 1º Administrativo de esta ciudad, donde reposa la actuación.
La Procuradora Regional de Risaralda se pronunció en el sentido de que su labor en estos asuntos es velar por los derechos colectivos en juego. La Empresa de Energía, por conducto de la gerente y representante legal para asuntos judiciales y administrativos, en síntesis, dio cuenta de la excepción de falta de jurisdicción y competencia que planteó dentro de la acción popular iniciada en su contra, como que el asunto debía ventilarse ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo; señaló que no aplica el principio de la perpetuatio jurisdictionis como quiera que ante la promoción de la excepción previa, debidamente fundada, el proceso tenía que ser asumido por aquella jurisdicción, sin que para el caso en concreto sea aplicable el proveído citado por el accionante; agregó que no se configura aquí un perjuicio irremediable y, por tanto, la acción ser torna improcedente. 

Luego, quien dijo actuar como apoderada judicial de esa misma empresa, arrimó un escrito de contestación, que no será tenido en cuenta, como quiera que no arrimó poder alguno que la faculte para actuar. 
Con posterioridad, fueron citados la Alcaldía Municipal y el Juzgado Primero Administrativo de Pereira; este despacho remitió copias de la acción popular que por reparto le fue asignada, en las que se observa que con auto del 21 de abril, se dispuso “Avocar conocimiento del presente asunto…” , declarar la nulidad de todo lo actuado ante el Juzgado Civil e inadmitir la demanda; auto que fue notificado al interesado por correo electrónico el día siguiente. Además, envió un escrito de respuesta en el que la titular aduce que no se ha trasgredido derecho alguno, pues la acción popular se recibió por competencia y se asumió el conocimiento dada la naturaleza de la entidad contra la cual se dirige. 
El Municipio también intervino y señaló que es ajeno a la presunta vulneración de derechos por parte del juzgado, que en realidad no se advierte; además, que la inconformidad del accionante ha debido ser planteada por la vía de los recursos contra los autos proferidos.  
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, bajo la premisa de la aparente vulneración “del artículo 148 CPC, art 139 CGP, 318 CGP,” en apuntalamiento a la “NULIDAD” declarada por la Juez Quinto Civil del Circuito dentro de la acción popular en la que funge como actor, y demandada la Empresa de Energía de Pereira ESP, y su remisión a la jurisdicción contenciosa, prevalida del carácter público que evidenció.

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
Para la Sala no todos los requisitos generales se satisfacen, si bien aún está por zanjarse, en forma definitiva, lo relativo a la jurisdicción que ha de afrontar finalmente el conocimiento del asunto, porque si bien el Juzgado 1º Administrativo asumió el mismo, con auto que a la fecha se encuentra en término de ejecutoria, tiene el accionante expedito el camino para refutar dicha decisión, mediante el respectivo recurso ordinario de reposición. Y esto, para decirlo de una vez, pone al descubierto lo prematuro de esta acción de tutela, pues en el camino esta tal alternativa para el interesado. Es decir, que no se cumple el requisito de la subsidiariedad, ya que existe otro remedio de defensa judicial por agotar, lo que, en términos del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, torna improcedente el amparo.
Ahora bien, allende esta circunstancia, en vista de que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en algunos casos, ha asumido el análisis de frente a los requisitos especiales, ya no los generales, dando por superado aquel obstáculo
, es pertinente señalar, en cuanto corresponde a la específica actuación que se reprocha del Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira que, valga la pena aclarar, no declaró nulidad alguna, simplemente se separó del conocimiento del asunto en los términos del artículo 16 del C.G.P., decisión que no puede calificarse de arbitraria, caprichosa o antojadiza, si bien es el resultado de una válida interpretación del artículo 15 de la Ley 472 de 1998, que señala que “La jurisdicción de lo Contencioso Administrativo conocerá de los procesos que se susciten con ocasión del ejercicio de las Acciones Populares originadas en actos, acciones y omisiones de las entidades públicas y de las personas privadas que desempeñen funciones administrativas, de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones vigentes sobre la materia.” 
El Juzgado, prevalido de la prueba documental que sobre el particular se arrimó y haciendo uso del control de legalidad que estimó necesario, se apartó de la causa en aras de garantizar que el fallo sea dictado dentro de la órbita judicial que realmente corresponde. De ahí que, si se diera por entendido que las causales genéricas de procedencia de la acción de tutela se cumplen, tampoco se abriría paso la protección, porque no habría incurrido el despacho judicial en una anomalía que fuera susceptible de corrección por parte del juez constitucional. 

En cuanto a las pretensiones de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, de todo lo actuado se le envía copia al que fue suministrado para recibir notificaciones personales; de otro lado, se autorizará, a su costa, la expedición de copia de todos los folios que componen esta actuación, y como consecuencia de la decisión que se adoptará, cae al instante la solicitud de hacer extensivo el fallo a otras acciones, tanto más cuando la acción de tutela tiene un carácter inter partes.
Por último, se absolverá a las demás entidades involucradas, al no hallarse de su parte, trasgresión alguna.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local.
Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.

A costa del interesado, expídanse las copias solicitadas.

Se niega la pretensión contenida en el numeral 4º de la demanda.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión y a su regreso archívese sin trámites adicionales. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
� Sentencia C-543-92


� Sala de Casación Civil, Corte Suprema de Justicia, sentencia del 9 de septiembre de 2015, radicado 66001-22-13-000-2015-00307-01, referencia STC12365-2015, M.P. Álvaro Fernando García Restrepo. 
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